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I) Introducción. El tema a tratar
La Comisión Nº 4 “Derecho de consumo” de las XXIX 

Jornadas Nacionales de Derecho Civil, a realizarse en la 
Ciudad de Pilar los días 26, 27 y 28 de septiembre del 
2024, tendrá como objeto de tratamiento el tópico de la 
“Responsabilidad de las plataformas y otros participantes 
(‘influencers’) en entornos digitales”. En dicho trance, nos 
permitiremos desbrozar en lo sucesivo algunas considera-
ciones sobre las pautas de atribución de la competencia 
judicial territorial cuando la lid que motiva el ejercicio de 
la pretensión halle su causa en un hecho, acción u omisión 
verificada en un entorno digital de consumo que, va de 
suyo, tenga la aptitud de comprometer la responsabilidad 
del proveedor.

Las particularidades propias de esta modalidad de con-
tratos, que rompe barreras físicas y territoriales, hacen 
que las reglas generales de la competencia sufran nece-
sariamente algunas alteraciones o adecuaciones, a fin de 
ajustarse a las características imperantes en la especie(1). Y 
si bien existe un marco normativo que protege a los con-
sumidores en los entornos digitales(2) no obra en el medio 
nacional un régimen especial y sistemático que atienda 
al comercio electrónico(3). Por ello es que pasaremos re-
vista, en lo sucesivo, a aquellos dispositivos normativos 
que contienen referencias o reglas que indiquen el modo 
de definir al tribunal competente desde un punto de vista 

Nota de Redacción: Sobre el tema ver, además, los siguientes tra-
bajos publicados en El Derecho: Comercio electrónico y relaciones de 
consumo, por Emiliano Carlos Lamanna Guiñazú, ED, 225-989; Estafa 
por medios electrónicos. Análisis del art. 173, inc. 16 (ley 26.388). 
Crítica. Manipulación informática. Estafas cometidas vía Internet, por 
Gustavo Juan Vaninetti y Hugo Alfredo Vaninetti, ED, 223-776; Res-
ponsabilidad civil en internet: avance de las nuevas tecnologías de la 
información y asignaturas pendientes del sistema jurídico, por Marcelo 
Oscar Vuotto, ED, 261-860; Los contratos electrónicos de consumo 
en el derecho argentino, por John Grover Dorado (h.), ED, 270-641; 
Régimen jurídico de un sitio web. Identificación. Contenidos. Responsa-
bilidades civiles derivadas de internet, por Horacio Fernández Delpech, 
ED, 273-799; Luces y sombras en un nuevo pronunciamiento de la 
Corte Suprema de Justicia de la Nación respecto de la responsabi-
lidad civil de los buscadores de internet, por Gustavo Ariel Atta, ED, 
275-521; El carácter de la responsabilidad del operador de sitio de e-
commerce, por Rita Castiglioni y Nicolás Moffat, ED, 278-25; El defen-
sor del cliente y la protección de los consumidores, por Sergio Sebastián 
Barocelli, ED, 278-800; El reconocimiento de los consumidores y las 
consumidoras hipervulnerables en el ordenamiento jurídico argentino, 
por Caren Kalafatich y Ezequiel N. Mendieta, ED, 288-1372; Perspectiva 
de vulnerabilidad en las relaciones de consumo. El lenguaje fácil como 
herramienta para la efectividad del derecho a la información del con-
sumidor, por María Laura Estigarribia Bieber y Sergio Juniors Shwoihort, 
ED, 289-1500; La responsabilidad precontractual, la previsibilidad 
empresaria y el derecho de consumo, por Graciela Lovece, ED, 290-43; 
Incumplimiento contractual y daño punitivo. La defensa de los derechos 
de los débiles frente a la indiferencia de algunos proveedores, por Lidia 
M. R. Garrido Cordobera y Roque A. Piccinino Centeno, ED, 291-471; 
El concepto de persona frente a las tecnologías disruptivas: persona 
humana, persona jurídica, ¿persona electrónica?, por Verónica Elvia 
Melo, ED, 289-1386; Aspectos destacados de los smart contracts, por 
Carlos Alberto Fossaceca, Derecho, Innovación & Desarrollo Sustenta-
ble, Número 1 - Junio 2021; Smart Contracts y contratos de consumo: 
¿tecnología disruptiva a favor o en contra de los “e-consumers”?, por 
Florencia Zizzutti Poletto, ED, 296-1046. Todos los artículos citados 
pueden consultarse en www.elderechodigital.com.ar.

(*) Abogado graduado con Diploma de Honor (UCA, Rosario); 
Doctor en Derecho (UCA, Rosario); Especialista en Derecho de Daños 
(UCA, Rosario); Especialista en Magistratura (UCA, Rosario); Docente 
de “Contratos-Parte General”, “Contratos Parte Especial” y “Defensa 
del Consumidor y del Usuario” (UCA, Rosario); profesor invitado de 
posgrado; Miembro del Instituto Región Centro de la Academia Nacio-
nal de Derecho y Cs. Sociales de Córdoba.

(1) Bielli, Gastón E. - Ordoñez, Carlos J., Los consumidores y la 
contratación electrónica en el entramado normativo argentino, La Ley 
2019-D, 1190, Cita Online: AR/DOC/2258/2019.

(2) Para un estudio profundizado de ello remitimos a Barocelli, Ser-
gio S., Relaciones de consumo en entornos digitales con niños, niñas 
y adolescentes. A propósito de la Observación General Nº 25 (CDN), 
La Ley Cita Online: AR/DOC/1740/2021.

(3) Trivisonno, Julieta B., Comercio electrónico, responsabilidad y 
confianza, La Ley Cita Online: AR/DOC/3455/2018.

territorial, procurando no solo abordar una descripción y 
valoración crítica de los mismos sino, especialmente, de-
finir el ámbito de aplicación de cada uno y las relaciones 
dialógicas o jerárquicas que sea factible trazar entre ellos.

II) El artículo 36 LDC
La LDC cuenta con dos referencias a la asignación de 

competencia judicial. La primera de ellas, existente en 
el artículo 53 LDC, menciona escuetamente al “tribunal 
ordinario competente”, lo que ha llevado a la doctrina a 
describir que resulta competente –en principio– la justi-
cia provincial en demandas de consumo pues el tribunal 
“ordinario” al cual se refiere la norma es el local y no el 
federal(4). Si bien la aseveración no es incorrecta, remiti-
mos al acápite V), en donde perfilamos algunos criterios 
que la Corte Nacional ha brindado en derredor al fuero de 
excepción federal y el régimen consumeril.

Luego, la restante alusión obra en el artículo 36 de 
dicho cuerpo legal, que inaugura el Capítulo VIII de la 
ley titulado “De las operaciones de venta de crédito”. Sin 
perjuicio del equívoco título del Capítulo, del texto del 
mismo podemos inferir sin forzamientos que alude a “las 
operaciones financieras para consumo” y/o a las de “cré-
dito para el consumo”. Más allá de contener una referen-
cia expresa a la competencia territorial, la pertinencia de 
traer a colación el mentado artículo reposa en el hecho, 
sumamente probable, de que por intermedio de una plata-
forma propia o ajena un proveedor ofrezca en el mercado 
servicios financieros.

Dicho artículo segmenta la definición del tribunal com-
petente según la acción judicial sea iniciada por o contra 
el consumidor o usuario. En el primer escenario –consu-
midor actor–, éste podrá elegir entre: a) el juez del lugar 
del consumo o uso, b) el del lugar de celebración del con-
trato, c) el del domicilio del consumidor o usuario, d) el 
del domicilio del demandado, e) el de la citada en garan-
tía. En el segundo supuesto –consumidor demandado por 
el proveedor–, será competente el tribunal correspondien-
te al domicilio real del consumidor, siendo nulo cualquier 
pacto en contrario.

Frente a la orfandad de disposiciones que diagramen la 
competencia judicial en los procesos judiciales de consu-
mo, se ha intentado dotar al artículo 36 LDC de un cariz 
amplio, siendo aplicable analógicamente a procesos que, 
prima facie, quedarían exceptuados de su especial ámbito 
de aplicación. Así, con fundamento en la igualdad, fue 
promovida la aplicación del artículo 36 LDC en casos de 
contratos de consumo vinculados con operaciones distin-
tas a las previstas en dicho artículo cuando no exista pró-
rroga de jurisdicción(5).

Sin adentrarnos en el proceloso contenido del debate 
en torno a las reglas del artículo 36 LDC y, especialmente, 
su juego con los juicios ejecutivos y las excepciones pasi-
bles de ser blandidas en éstos, resulta de interés ocupar-
nos brevemente en definir el ámbito de aplicación de este 
artículo para, en definitiva, poder dar respuesta a la incóg-
nita que gira en torno a poder esgrimirlo o no como pauta 
de atribución de competencia en una hipótesis relacionada 
a un entorno digital de consumo.

Nos inclinamos por una postura, si se quiere, restric-
tiva(6), pues creemos que la ubicación metodológica del 
artículo 36 LDC determina fatalmente su ámbito de apli-
cación, el cual reclama para sí que la demanda impetrada 
por o contra un consumidor reconozca como antecedente 
o plafón una operación de crédito para el consumo. De 
consuno con ello, resulta improponible a nuestro criterio 

(4) Pagés Lloveras, Roberto, en Rusconi, Dante D. (director), Ma-
nual de Derecho del Consumidor, 2ª edición, Abeledo-Perrot, Buenos 
Aires, 2015, p. 615.

(5) Sosa, Federico, Competencia territorial en juicios de conoci-
miento relativos a contratos de consumo, La Ley 2015-F, 78, Cita Onli-
ne: AR/DOC/2932/2015. 

(6) En sentido concordante, al no aplicarlo cuando se trate de una 
pretensión personal fundada en derechos creditorios de origen con-
tractual: CNCom., sala D, 07/07/2015, “González Otharan, Javier 
c. Federación Patronal Seguros S.A. s/ ordinario”, La Ley Cita Online: 
AR/JUR/24563/2015.
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extender los efectos de la pauta de competencia consagra-
da en el artículo 36 LDC para toda la materia consumeril 
so pena de forzar indebida e injustificadamente el claro 
texto legal a extremos que en modo alguno pueden infe-
rirse de su letra o espíritu. 

¿Qué sucedería si el negocio de crédito para el con-
sumo se facilitara o perfeccionara en un entorno digital? 
¿Sería igualmente aplicable el artículo 36 LDC o cedería 
frente al 1109 CCCN que trataremos seguidamente? Op-
tamos por la primera opción, en miras de la especialidad 
que, según hemos argüido, viste al precitado artículo 36 
LDC, lo cual lo hace prevalecer, en tanto norma específica 
que se ocupa de una solución legal concreta (la competen-
cia) para un tipo de negocio en particular (las operaciones 
de crédito para el consumo).

III) El artículo 1109 CCCN
El artículo 1109 CCCN se ubica en las disposiciones 

de la premática civil y comercial atingentes a los contra-
tos de consumo, particularmente, aquellas relativas a las 
modalidades especiales de la formación del consentimien-
to contienen importantes definiciones. 

En primer término, brinda precisiones sobre qué debe 
entenderse por “lugar de cumplimiento”, conceptualizan-
do este extremo del siguiente modo: “En los contratos 
celebrados fuera de los establecimientos comerciales, a 
distancia, y con utilización de medios electrónicos o simi-
lares, se considera lugar de cumplimiento aquel en el que 
el consumidor recibió o debió recibir la prestación”. Pero 
a los fines de este trabajo nos interesa la segunda parte 
del dispositivo normativo, el que prefija que “ese lugar 
fija la jurisdicción aplicable a los conflictos derivados del 
contrato. La cláusula de prórroga de jurisdicción se tiene 
por no escrita”.

Comentando estas disposiciones, Árias Cau tiene pa-
ra sí que ambas reglas implican dotar de seguridad a la 
operación electrónica en cumplimiento del principio de 
protección al consumidor (artículo 1094 CCCN) y de in-
terpretación del contrato más favorable al consumidor (ar-
tículo 1095 CCCN)(7). También, la determinación de la 
jurisdicción en ese lugar hace a las posibilidades tanto 
de acceso a la justicia como a la vigencia de la garantía 
de defensa en juicio(8). Con todo, también se ha critica-
do la restricción que presenta la gama de posibilidades 
del artículo 1109 CCCN en comparación al 2654 CCCN, 
siendo tal limitación “de difícil justificación”(9), razonán-
dose, también, que hubiera sido preferible determinar la 
jurisdicción en base a una pluralidad de pautas y princi-
palmente la relativa al domicilio real del consumidor(10).

Poniendo el foco en la segunda parte del artículo 1109 
CCCN, la regla podrá compartirse en mayor o menor me-
dida –de hecho, adscribimos a las críticas transcriptas, las 
cuales lucen como atendibles–, pero presenta una claridad 
y rotundidad incontrastables. De hecho, la mención ex-
presa de la consecuencia de tener por no escrita la cláusu-
la de prórroga de jurisdicción enerva los debates en torno 
a colegirla o no como una cláusula abusiva en los térmi-
nos del artículo 988 o 1119 CCCN, pues el legislador ya 
ha prefijado anticipada y genéricamente la sanción legal 
de nulidad de la cláusula que contravenga la pauta de atri-
bución de competencia del lugar del cumplimiento.

Ahora bien, conforme hemos propendido a una valora-
ción acotada y especial en lo tocante al ámbito de aplica-
ción del artículo 36 LDC, lo propio debemos predicar en 
relación al artículo 1109 CCCN en el sentido de que la re-
gla allí consagrada representa una pauta de asignación de 
competencia que reconoce para sí un espectro particular 
de aplicación sin que pueda válidamente erigírselo como 
un principio o regla general de distribución de competen-
cia para toda la materia consumeril. Es decir, solo podrá 
recurrirse al artículo 1109 CCCN cuando se cumplan los 

(7) Árias Cau, Esteban J., El derecho de formación de la contra-
tación electrónica de consumo (análisis de derecho comparado), en 
Moeremans, Daniel E. - Azar-Baud, María J. (directores), La formación 
del contrato. Estudio comparado argentino-francés, La Ley, Buenos Ai-
res, 2023, p. 331.

(8) Tambussi, Carlos E., Glosas críticas sobre la normativa de co-
mercio electrónico, RCCyC 2023 (octubre), 82, Cita Online: AR/
DOC/2042/2023.

(9) Aparicio, Juan M., Contratos. Parte general, 2ª edición, Ham-
murabi, Buenos Aires, 2016, t. I, p. 289.

(10) Frustagli, Sandra A., en Nicolau, Noemí L. - Hernández, Car-
los A. (directores), Frustagli, Sandra A. (coordinadora), Contratos en el 
Código Civil y Comercial de la Nación, La Ley, Buenos Aires, 2016, 
p. 477.

recaudos estipulados en el mismo(11) sin que correspon-
da una interpretación extensiva o amplia a situaciones no 
cobijadas en el especial ámbito de aplicación del artículo 
1109 CCCN.

Al mismo tiempo, los requisitos de procedencia para 
la virtualidad del 1109 CCCN reconocen una amplitud 
sensiblemente mayor que el 36 LDC y el 2654 CCCN, 
los cuales se nutren, respectivamente, de la concurren-
cia de una operación de crédito para el consumo y de la 
existencia de un caso con elementos internacionales. De 
conformidad con ello, puestos entonces a establecer cierta 
prelación o jerarquía entre las normas involucradas, po-
dríamos válidamente colegir que los preceptos de los ar-
tículos 36 LDC y 2654 CCCN reconocen una naturaleza 
especial, mientras que el artículo 1109 CCCN adscribe a 
una vocación general que no debe calificarse en base a un 
negocio jurídico concreto o particular alcanzando, por el 
contrario, a todos “los contratos celebrados fuera de los 
establecimientos comerciales, a distancia, y con utiliza-
ción de medios electrónicos o similares”.

IV) El artículo 2654 CCCN
Es dable sumar al análisis el artículo 2654 CCCN ubi-

cado en las disposiciones tocantes al derecho internacio-
nal privado pues, de un modo detallado, describe cuál es 
el juez competente frente a demandas que versen sobre 
relaciones de consumo con elementos internacionales. Al 
respecto, distingue según sea el consumidor el actor o el 
demandado, en una técnica legislativa de similar factura a 
la que se halla en el artículo 36 LDC ya estudiado. 

Para el primer supuesto, se habilita la interposición a 
elección del consumidor ante los jueces: a) del lugar de 
celebración del contrato, b) del cumplimiento de la pres-
tación del servicio, c) del cumplimiento de la entrega de 
bienes, d) del cumplimiento de la obligación de garantía, 
e) del domicilio del demandado, f) del domicilio del lugar 
donde el consumidor realiza actos necesarios para la cele-
bración del contrato. Se plasma, también, la competencia 
de los jueces del Estado donde el demandado tiene sucur-
sal, agencia o cualquier forma de representación comer-
cial, cuando éstas hayan intervenido en la celebración del 
contrato o cuando el demandado las haya mencionado a 
los efectos del cumplimiento de una garantía contractual. 
Luego, siendo demandado un consumidor, solo puede in-
terponerse ante los jueces del Estado del domicilio del 
consumidor.

En su último apartado, el artículo 2654 CCCN prohí-
be en materia de defensa del consumidor el acuerdo de 
elección de foro. La aclaración expresa sobre la imposi-
bilidad de elección de foro es de sensible importancia en 
atención a que, en materia patrimonial e internacional, 
las partes están facultadas para prorrogar jurisdicción en 
jueces o árbitros fuera de la República Argentina, excepto 
que los jueces argentinos tengan jurisdicción exclusiva o 
que la prórroga estuviese prohibida por ley (artículo 2605 
CCCN). De hecho, en lo contractual, el artículo 2650 
CCCN disciplina la jurisdicción competente “no existien-
do acuerdo válido de elección de foro”, de allí nuevamen-
te, entonces, la trascendencia de la prohibición a la cual 
sumamos la exclusión –también expresa– del arbitraje 
cuando la controversia verse sobre derechos de usuarios y 
consumidores –artículo 1651 inciso c) CCCN–.

Si bien hace alusión al derecho aplicable, Feuillade re-
conoce que la problemática del comercio electrónico no 
ha sido contemplada en las disposiciones de derecho in-
ternacional privado y consumidores pero, en lo inmediato, 
se cuenta con el artículo 2655 CCCN, que es aplicable 
cuando las actividades que describe son realizadas en in-
ternet, coincidiendo el autor con la opinión de que a nivel 
jurídico internet es un espacio en el que se plantean casi 
idénticos problemas que en el mundo físico y no debe 
ser tratado de diferente manera o considerarse fuera de lo 
ya establecido en la regulación(12). Amén de ello, no pue-
de descartarse el notorio desafío que implican las nuevas 
tecnologías en múltiples instituciones del derecho inter-
nacional privado, como, por caso, la cooperación juris-
diccional internacional (artículos 2611 y 2612 CCCN)(13).

(11) Recordemos, solo se requiere que la hipótesis de hecho invo-
lucre contratos celebrados fuera de los establecimientos comerciales, a 
distancia, y con utilización de medios electrónicos o similares.

(12) Feuillade, Milton C., Contratos de consumo en el Derecho Inter-
nacional Privado Argentino, El Derecho, Cita Digital: ED-III-CVIII-936.

(13) Al respecto, remitimos a: Scotti, Luciana, Utilización y desafíos 
de las nuevas tecnologías en la cooperación jurídica internacional, El 
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Amerita la inclusión de lo tratado el hecho de que, da-
da la novedad de la materia involucrada –acciones judi-
ciales derivadas de la vigencia de un entorno digital de 
consumo–, es sumamente probable que no exista una 
fuente convencional especial entre los países vinculados 
con la eventual e hipotética causa judicial, de modo tal 
que, como se ha advertido con razón, las normatividades 
(normas, principios, ordenamiento normativo, etc.) para la 
resolución del caso se deben extraer de la fuente interna 
del derecho internacional privado del tribunal, esto es, del 
derecho internacional privado argentino(14), ello en conso-
nancia con el artículo 2594 CCCN(15).

Finalmente, ¿qué sucedería si el negocio internacional 
se tratara de una operación de crédito para el consumo 
perfeccionada, además, en un entorno digital? Siguiendo 
el criterio de especialidad que venimos sosteniendo, en-
tendemos que la atribución de competencia se decantaría 
según las pautas del artículo 2654 CCCN, descartándose 
tanto el artículo 36 LDC como el artículo 1109 CCCN, 
por tratarse aquél de un criterio de jurisdicción y com-
petencia internacional que ha de prevalecer por su cariz 
especial y concreto, el cual dimana del elemento interna-
cional involucrado en el hipotético caso.

V) Algunos antecedentes de la Corte Nacional
Recordemos, en este postrer acápite, que en la jurispru-

dencia de la Corte Nacional se ha aceptado la definición 
de la competencia territorial en casos en los cuales po-
día hallarse involucrada, prima facie, materia consumeril 
echando mano, precisamente, a dicha normativa en des-
medro de los códigos procesales locales u otras normas 
especiales. Así, por ejemplo, lo admitió en sendos casos 
en los cuales se autorizó la prevalencia –mediando ciertos 
recaudos– del artículo 36 LDC por sobre el decreto ley 
5965/63 en la ejecución de pagarés(16) o, también, en una 
operatoria de prenda con registro(17). 

Asimismo, para adoptar una decisión en torno al tri-
bunal competente, y frente a la dicotomía de la justicia 
ordinaria provincial o la federal(18), el Tribunal Cimero 
ha escrutado en torno a la materia sobre la cual se ha 
de decidir y el carácter de las normas cuya inteligencia 
o incumplimiento constituye el fondo del pleito. Por 
ejemplo, en un caso, se arguyó que “el asunto a resol-
ver se circunscribe a determinar si en el caso se verifica 
o no una violación a lo dispuesto en las normas de la 

Derecho, Cita Digital: ED-CMXII-369. En la segunda parte del trabajo 
(publicado con Cita Digital ED-CMXII-431) la autora se ocupa de as-
pectos concretos como las videoconferencias, audiencias conjuntas y 
exhortos electrónicos.

(14) Soto, Alfredo M., La forma de los actos jurídicos en el derecho 
internacional privado argentino de fuente interna. Una muy acertada 
decisión judicial, El Derecho, Cita Digital: ED-II-XLVI-30.

(15) “Las normas jurídicas aplicables a situaciones vinculadas con 
varios ordenamientos jurídicos nacionales se determinan por los tra-
tados y las convenciones internacionales vigentes de aplicación en el 
caso y, en defecto de normas de fuente internacional, se aplican las 
normas del derecho internacional privado argentino de fuente interna”.

(16) CSJN, 10/12/2013, “Compañía Financiera Argentina S.A. 
c. Monzón, Mariela Claudia s/ ejecutivo”, La Ley Cita Online: AR/
JUR/109556/2013; ídem, 10/12/2013, “Productos Financieros S.A. 
c. Ahumada, Ana Laura s/ cobro ejecutivo”, La Ley Cita Online: AR/
JUR/109557/2013; ídem, 02/07/2018, “Sol Cooperativa de Vivien-
da Crédito y Consumo Ltda. c. Duguet, Patricia del Carmen s/ eje-
cutivo”, La Ley Cita Online: AR/JUR/91847/2018. Criterio seguido 
también en: SCJ, Buenos Aires, 14/09/2011, “Illarietti, Luis Rodrigo c. 
Aguirre, Christian”, La Ley Cita Online: AR/JUR/67158/2011.

(17) CSJN, “HSBC Bank Argentina S.A. c. Gutiérrez, Mónica C.”, 
Fallos: 340:905 (2017) y “Plan Óvalo S.A. de Ahorro para Fines 
Determinados c. Giménez, Carmen Élida”, Fallos: 329:4403 (2006).

(18) No viene a cuento de este opúsculo, pero obran antecedentes 
en torno a la duda entre la competencia federal o provincial cuando 
la acción judicial sea consecuencia de la imposición de sanciones ad-
ministrativas de la autoridad de aplicación. Ver CSJN, “Telefónica de 
Argentina S.A.”, Fallos: 330:2115 (2007); “Correo Oficial de la Re-
pública Argentina S.A. c. Ciudad de Buenos Aires”, Fallos: 331:1004 
(2008) y “Telecom Personal SA c. Municipalidad de Junín s/ nulidad 
de acto administrativo”, La Ley Cita Online: AR/JUR/108293/2016.

ley 24.240”(19) y, por ende, recaía en la justicia ordina-
ria provincial. Desde tales coordenadas no resulta ocio-
so memorar que la Corte ha fallado que LDC integra el 
derecho común, toda vez que resulta complementaria de 
los preceptos contenidos en los Códigos Civil y de Co-
mercio, por lo que, tal como lo establece el art. 75 inciso 
12 no altera las jurisdicciones locales, correspondiendo 
su aplicación a los tribunales federales o provinciales, se-
gún las cosas o las personas cayeren bajo sus respectivas 
jurisdicciones(20).

En otro antecedente, tratándose de una acción colecti-
va, se sostuvo que más allá de que la acción se funde en 
las normas que protegen al consumidor, lo medular de la 
cuestión exige interpretar normas federales para así deter-
minar si la empresa de telefonía demandada se encontraba 
habilitada para incluir un cargo en la facturación del ser-
vicio público que presta(21), lo propio al entrar en juego el 
Marco Regulatorio del Gas(22) o, en otro supuesto, también 
se optó por el fuero federal –aun alegándose normas de 
defensa del consumidor– frente al siempre polémico caso 
del transporte aéreo si las cuestiones se hallan “principal-
mente vinculadas con el servicio aéreo comercial”(23).

VI) Conclusiones
A modo de colofón, proponemos las siguientes valora-

ciones conclusivas, haciendo foco en las relaciones dialó-
gicas que pueden trazarse entre los tres artículos descritos 
en las líneas que anteceden.

a) Cuando el negocio jurídico que sirve de causa a la 
pretensión haya sido perfeccionado en un entorno digi-
tal de consumo, será de aplicación para definir la compe-
tencia jurisdiccional, por regla general, el artículo 1109 
CCCN (norma general).

b) Cuando el negocio jurídico que sirve de causa a la 
pretensión haya sido perfeccionado en un entorno digital 
de consumo y, además, se trate de una operación de crédito 
para el consumo, será de aplicación para definir la compe-
tencia jurisdiccional la regla particular del artículo 36 LDC.

c) Cuando el negocio jurídico que sirve de causa para 
la pretensión haya sido perfeccionado en un entorno digi-
tal de consumo y, además, cuente con elementos interna-
cionales, será de aplicación, para definir la competencia 
jurisdiccional, la regla particular del artículo 2654 CCCN.

d) Cuando el negocio jurídico que sirve de causa pa-
ra la pretensión haya sido perfeccionado en un entorno 
digital de consumo, se trate de una operación de crédito 
para el consumo y, además, cuente con elementos inter-
nacionales, será de aplicación, para definir la competencia 
jurisdiccional, la regla particular del artículo 2654 CCCN.
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